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REAL DECRETO-LEY 7/2026, DE 20 DE MARZO, 

 POR EL QUE SE APRUEBA EL PLAN INTEGRAL DE RESPUESTA A LA CRISIS EN ORIENTE MEDIO 

 

 

Resumen ejecutivo 

El pasado 21 de marzo se publicó en el BOE el RD-ley 7/2026, de 20 de marzo, por el que 
se aprueba el Plan Integral de Respuesta a la Crisis de Oriente Medio. En él se incorporan 
una serie de medidas de ámbito laboral, que se centran fundamentalmente en los 
siguientes aspectos: 

• Limitación temporal del despido por causa ETOP (económicas, técnicas, 

organizativas o de producción) y FM (fuerza mayor) en empresas 

beneficiarias de ayudas directas. 

• Adelanto de un año (de 24, a 12 meses) la obligación de contar con planes 

de movilidad sostenible al trabajo. 

• Vinculación de determinadas ayudas públicas a la implantación de dichos 

planes de movilidad. 

 

I. Consideraciones generales 

El RD-ley 7/2026, de 20 de marzo, publicado en el BOE de 21 de marzo, se aprueba en un 
contexto de crisis internacional derivada del conflicto en Oriente Medio y de sus efectos 
económicos, energéticos y sociales sobre la economía española.  

La norma articula un plan integral de respuesta que incorpora medidas de carácter 
energético, industrial, económico y social, dirigidas a mitigar el impacto de la crisis sobre 
las empresas, la actividad económica, el empleo y la ciudadanía. 
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Aunque la norma contiene medidas de muy diversa naturaleza, desde la perspectiva 
laboral las medidas relevantes se concentran en el Título VI, relativo a las medidas de 
carácter social, que incorpora medidas vinculadas al mantenimiento del empleo en las 
empresas beneficiarias de ayudas públicas y al adelantamiento del plazo de 
implantación de los planes de movilidad sostenible al trabajo previstos en la Ley 9/2025, 
de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible. 

 

II. Presupuesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad 

El RD-ley 7/2026 se dicta al amparo del art. 86 CE, que permite al Gobierno dictar 
disposiciones legislativas provisionales en casos de extraordinaria y urgente necesidad. 

La extraordinaria y urgente necesidad se justifica en la propia norma por la situación de 
inestabilidad internacional derivada del conflicto en Oriente Medio y en sus efectos sobre 
los mercados energéticos, los costes empresariales y la actividad económica, lo que 
exige la adopción inmediata de medidas de carácter económico y social destinadas a 
proteger el tejido productivo, la actividad empresarial y el empleo, así como a reducir el 
impacto de los costes energéticos sobre empresas y personas trabajadoras, 
especialmente en lo relativo a la movilidad al trabajo. 

En este contexto se adoptan medidas de carácter social dirigidas, por una parte, a evitar 
la destrucción de empleo en empresas beneficiarias de ayudas públicas y, por otra, a 
adelantar la implantación de planes de movilidad sostenible al trabajo con el fin de 
reducir los costes de movilidad derivados del incremento de los costes energéticos. 

 

III. Estructura normativa del RD-ley 7/2026 y aspectos laborales 
relevantes 

El RD-ley 7/2026 consta de una parte expositiva y de una parte dispositiva estructurada 
en seis títulos, sesenta y cuatro artículos, disposiciones adicionales, disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria única y diversas disposiciones finales. 

Desde la perspectiva laboral, las medidas relevantes se encuentran en el Título VI, 
relativo a las medidas de carácter social, y en particular en los arts. 62, 63 y 64.  

Lo que se hace a ese respecto es articular dos medidas principales vinculadas a las 
empresas beneficiarias de ayudas públicas.  

Por una parte, se establece la prohibición de despedir por causa de fuerza mayor y por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de producción derivadas de la situación 
que motiva la aprobación del real decreto-ley hasta el 30 de junio de 2026. Por otra parte, 
se adelanta el plazo para disponer de planes de movilidad sostenible al trabajo previsto 
en el artículo 26 de la Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible, 
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vinculándose en ambos casos el incumplimiento de estas obligaciones al reintegro de 
las ayudas recibidas. 

Los arts. 62, 63 y 64 desarrollan estas dos medidas, regulando respectivamente la 
prohibición del despido, la modificación del régimen jurídico de los planes de movilidad 
sostenible al trabajo y las consecuencias del incumplimiento de la obligación de 
disponer de dichos planes en las empresas beneficiarias de ayudas directas. 

 

IV. Prohibición del despido 

El art. 62 del RD-Ley 7/2026 establece una limitación a las facultades empresariales de 
extinción de contratos de trabajo en relación con las empresas beneficiarias de las 
ayudas directas previstas con ocasión del propio RD-Ley. 

En concreto, se dispone que dichas empresas no podrán despedir por causa de fuerza 
mayor ni por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción derivadas de 
la situación a la que se pretende hacer frente hasta el 30 de junio de 2026. 

El incumplimiento de esta obligación conllevará el reintegro de la ayuda recibida y la 
calificación del despido como nulo, estableciendo así una consecuencia tanto en el 
ámbito de las ayudas públicas como en el ámbito laboral. 

El mismo precepto se encarga de matizar expresamente que en el caso de contratos fijos-
discontinuos, las causas mencionadas tampoco podrán justificar el fin del periodo de 
actividad ni la falta de llamamiento hasta el 30 de junio de 2026, extendiéndose la 
limitación no solo a la extinción contractual sino también a las decisiones empresariales 
relativas a la falta de llamamiento o finalización del periodo de actividad en este tipo de 
contratos. 

Igual que en el caso de las cooperativas, respecto de las que se refiere que las asambleas 
generales no podrán hacer uso de la habilitación recogida en el art. 85.1 de la Ley 27/1999, 
de 16 de julio, de Cooperativas, para reducir, con carácter definitivo, el número de 
puestos de trabajo de la cooperativa o modificar la proporción de las cualificaciones 
profesionales del colectivo que integra la misma por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción o en el supuesto de fuerza mayor hasta el 30 de junio de 
2026. 

El precepto introduce así una limitación a las decisiones de reducción estructural de 
empleo en cooperativas vinculada a la percepción de ayudas públicas. 
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V.  Planes de movilidad sostenible al trabajo regulados en el art. 26 de la 
Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible (arts. 63 y 64) 

Por lo que tiene que ver con los Planes de Movilidad Sostenible de la Ley 9/2025, el RD-
Ley 7/2026 avanza el plazo para su puesta en funcionamiento; condicionando su 
cumplimiento a la devolución de las ayudas directas.  

Así, el art. 63 modifica los apartados 1 y 3 del art. 26 de la Ley 9/2025, de Movilidad 
Sostenible, refiriendo que en el plazo de doce meses desde la entrada en vigor de la Ley 
(y no veinticuatro, como en la redacción primigenia), las empresas y las entidades 
pertenecientes al sector público deberán disponer de planes de movilidad sostenible al 
trabajo para aquellos centros de trabajo con más de 200 personas trabajadoras o 100 por 
turno cuyo centro de trabajo habitual sea dicho centro de actividad. 

La obligación será también aplicable a las entidades pertenecientes al sector público 
estatal en los mismos supuestos y podrá extenderse a otras entidades del sector público 
si así lo establece la Administración competente en materia de transporte y movilidad en 
el ámbito territorial correspondiente. 

En cuanto al contenido, los planes de movilidad sostenible al trabajo deberán incluir 
soluciones de movilidad sostenible que contemplen, entre otras, el impulso de la 
movilidad activa, el transporte colectivo, la movilidad de bajas emisiones, soluciones de 
movilidad compartida o colaborativa, soluciones para facilitar el uso y recarga de 
vehículos cero emisiones y el teletrabajo cuando sea posible. 

Asimismo, deberán incluir medidas relativas a la mejora de la seguridad vial y prevención 
de accidentes en los desplazamientos al centro de trabajo, teniendo en cuenta no 
solamente a las personas trabajadoras del centro sino también a visitantes, proveedores 
y cualquier otra persona que requiera acceder al centro de trabajo. 

Para su elaboración deberán tenerse en cuenta, cuando existan, los planes de movilidad 
sostenible de la entidad local en cuyo ámbito territorial se ubique el centro, así como los 
instrumentos de regulación de la movilidad aprobados por la Administración competente 
en materia de transportes y movilidad. 

Los planes podrán contemplar la compensación de la huella de carbono para aquella 
movilidad emisora de gases de efecto invernadero sobre la que no se haya podido actuar. 

Por su parte, el art. 64 prevé una condicionalidad en relación con las ayudas directas 
previstas en el real decreto-ley. 

En el caso de las empresas que cumplan con los requisitos previstos en el art. 26.1 de la 
Ley 9/2025, de Movilidad Sostenible, y sean beneficiarias de las ayudas directas previstas 
con ocasión de este real decreto-ley, el incumplimiento de la obligación de disponer de 
plan de movilidad sostenible por parte de las empresas conllevará el reintegro de las 
ayudas recibidas. 
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El precepto vincula por tanto la percepción y mantenimiento de las ayudas públicas al 
cumplimiento de la obligación de disponer de planes de movilidad sostenible al trabajo 
cuando exista obligación legal de disponer de los mismos. 

 

VI.- Entrada en vigor 

El RD-Ley 7/2026 entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el BOE, es decir, el 
domingo 22 de marzo. Con una excepción que no afecta a la materia laboral y sí a las 
modificaciones de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, que si bien entran en vigor el mismo 
día que el resto del RD-Ley 7/2026 serán de aplicación para la determinación de las 
obligaciones de ahorro energético correspondientes a los ejercicios anuales que se 
inicien a partir del 1 de enero de 2027.  

En lo respectivo a las obligaciones de ahorro energético del ejercicio 2026, estas se 
regirán por la normativa vigente previa a la modificación que impone el RD-Ley 7/2026.  
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